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EL 19% DEL TOTAL DE ASALARIADOS/ Las empresas con convenios con cláusulas de garantía salarial deberán aplicar una subida 
adicional de un punto porcentual para compensar el aumento de precios, que se situará en el 4% de media anual.

Gonzalo D. Velarde. Madrid 
La presión de la inflación 
acumula efectos colaterales 
sobre las empresas. Al au-
mento de costes de produc-
ción por el repunte de precios 
de la energía y los combusti-
bles se añadirá en los próxi-
mos meses una nueva vuelta 
de tuerca a los costes labora-
les por la vía de la actualiza-
ción del salario mínimo que 
volverá a elevar el Gobierno 
por encima del IPC y tam-
bién por el empuje que está 
ejerciendo sobre las revalori-
zaciones pactadas en los con-
venios colectivos.  

En este caso cohabitan dos 
circunstancias: por un lado, 
los nuevos convenios reflejan 
aumentos salariales por enci-
ma de la media (3,6%) y, por 
otro, la proliferación de las 
cláusulas de garantía salarial 
también forzará a los empre-
sarios a efectuar compensa-
ciones a los trabajadores por 
el fuerte repunte de precios. 
Estos son, según los datos ofi-
ciales del Ministerio de Tra-
bajo de cierre de septiembre, 
un total de 3,64 millones de 
asalariados, que percibirán 
un extra en las retribuciones 
por contar con esta salva-
guarda. La cifra, aunque su-
pone solo el 19% de total de 
asalariados de alta en la Segu-
ridad Social, es relevante te-
niendo en cuenta que supone 
39% de aquellos que están 
protegidos por un convenio 
colectivo (9,32 millones de 
trabajadores). 

Además, esos 3,64 millones 
de empleados protegidos por 
cláusula de garantía salarial 
son un 12,9% más que en el 
pasado ejercicio, lo que supo-
nen 416.039 más. Entre ellos, 
es especialmente notable el 
avance de los trabajadores 
cuya cláusula de revisión tie-
nen carácter retroactivo, 1,3 
millones en total, lo que supo-
ne un incremento del 39% 
respecto al pasado ejercicio 
(367.459 empleados más). 
Sin efectos retroactivos de la 
revisión salarial por el IPC se 
contabilizan 2,33 millones de 
trabajadores, un aumento del 
2,13% (48.580 empleados 
más).  

Observando el peso de ca-
da sector sobre el total de 3,64 
millones de trabajadores am-
parados por cláusulas de ga-
rantía salarial, el sector servi-

Más de 3,6 millones de trabajadores tienen 
blindado el sueldo ante la escalada del IPC

cios se sitúa en cabeza al con-
centrar el 43,3% del total (1,57 
millones de personas), segui-
do de la industria con un 
36,6% (1,33 millones de per-
sonas), la construcción con 
un 19,8% (721.525 personas) y 
el sector agrario, donde ape-
nas el 0,2% (9.265 personas) 
de trabajadores está protegi-
do por este tipo de salvaguar-
da. Dentro de la modalidad 
con efectos retroactivos –el 
36% de los asalariados con 

cláusula–, servicios acaparan 
el 22,8% del total con esta 
modalidad de cláusula, mien-
tras que la industria cuenta 
con el 12,4% del colectivo 
protegido, y la construcción 
(0,6%) y el campo (0,1%) ape-
nas registran cláusulas con 
carácter retroactivo. 

Por su parte, las garantías 
salariales sin carácter re-
troactivo son la opción mayo-
ritaria entre los convenios co-
lectivos, englobando al 64% 

de todos los trabajadores pro-
tegidos (2,33 millones de per-
sonas). En este apartado, la 
industria lidera el volumen 
global al suponer un 24% del 
total de asalariados con ga-
rantía, seguida por servicios 
con un 20,5% y por la cons-
trucción con un 19,2%, que-
dando el sector agrario nue-
vamente en un papel margi-
nal con apenas un 0,1% del 
colectivo con cláusula sin re-
troactividad. 

Teniendo en cuenta que la 
subida media pactada por 
convenio se sitúa en el 3% y 
que la inflación media del 
año rozará el 4% (en sep-
tiembre alcanzó el 4,9%), 
desde la patronal calculan 
que la media revalorización 
aplicable a los salarios por las 
cláusulas de garantía rondará 
el 1%. “En muchos casos es-
tas subidas adicionales están 
acotadas”, explican recono-
ciendo que supondrá un es-

TRABAJADORES CON CONVENIO PROTEGIDOS
POR CLÁUSULA DE REVISIÓN SALARIAL
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Los convenios 
firmados en  
2026 cierran 
revalorizaciones  
del 3,6% de media

La inflación fuerza  
a los empresarios  
a pactar subidas del 
4% a 2,9 millones  
de empleados

Medidas para contener el impacto 
del absentismo en las empresas
G. D. Velarde. Madrid 
En un contexto de incre-
mento de precios de pro-
ducción y de costes labora-
les, que estrecha los márge-
nes empresariales, el im-
pacto creciente del absen-
tismo añade más presión si 
cabe a las cuentas de las 
empresas. Estas ausencias, 
cuando son prolongadas en 
tiempo generan costes eco-
nómicos por los comple-
mentos salariales que in-
cluyen los convenios para 
las situaciones de incapaci-
dad temporal, que suponen 

4.800 millones de euros al 
año según cálculos de las 
mutuas de accidentes de 
trabajo, e incluso en los ca-
sos más extremos obligan a 
los empleadores a llevar a 
cabo nuevas contratacio-
nes. En este sentido, con un 
absentismo desbocado que 
cuesta cada año más de 
33.000 millones de euros a 
empresas y las arcas de la 
Seguridad Social, los con-
venios colectivos comien-
zan a recoger medidas para 
minorar el impacto de las 
bajas laborales. Según ex-

plican desde Confemetal, 
ante el auge de los procesos 
de incapacidad temporal, 
algunos convenios recien-
tes “incorporan medidas 
para favorecer una gestión 
más eficiente”. Entre ellas, 
figuran la limitación tem-
poral de los complementos 
hasta el 100% del salario, 
reduciendo su duración 
máxima a periodos de en-
tre 100 y 200 días. También 
la restricción del número 
de procesos de incapacidad 
temporal que pueden gene-
rar derecho al complemen-

to; la exclusión de determi-
nadas mejoras a partir de la 
tercera baja por enferme-
dad común dentro de un 
mismo año (salvo situacio-
nes especialmente protegi-
das); o la implantación de 
incentivos ligados a la asis-
tencia al trabajo. “Se co-
mienzan a incorporar he-
rramientas dirigidas a me-
jorar la gestión del absen-
tismo y de los procesos de 
incapacidad temporal de 
larga duración”, explican 
desde la organización em-
presarial. 

fuerzo para los empleadores 
que deberán compensar sa-
larialmente a sus empleados 
por el IPC.  

“Estos mecanismos per-
miten revisar automática-
mente las tablas salariales en 
aquellos casos en los que la 
inflación supera a los incre-
mentos salariales pactados, 
garantizando una actualiza-
ción adicional de las retribu-
ciones de cientos de miles de 
trabajadores del sector”, ex-
plican desde Confemetal.  

En la industrial del metal, 
concretamente, existen 40 
convenios colectivos con 
efectos económicos en 2026, 
de los que 25 incorporan 
cláusula de garantía salarial 
vinculadas a la evolución de 
los precios. En este caso, son 
870.000 los empleados con 
estas salvaguardas de los 1,3 
millones con convenios co-
lectivos.  

Aumentos del 4% 
Además de que estas cláusu-
las fuerzan subidas adiciona-
les, la presión del contexto in-
flacionista se traslada a la ne-
gociación colectiva. No solo 
es que la subida media de los 
nuevos acuerdos de condi-
ciones laborales firmados en 
2026 se sitúen en el 3,6% (seis 
décimas por encima de la me-
dia de todos los que tienen 
efectos económicos este año) 
sino que un buen número de 
convenios y de trabajadores 
bajo su paraguas experimen-
tan incluso aumentos retri-
butivos mayores. Así, a mes 
de septiembre, 866 conve-
nios, que afectan a 2,97 millo-
nes de trabajadores recogen 
subidas del 4,04% (un punto 
por encima de la media). Es-
tos acuerdos de mayor volu-
men de subida afectan al 31% 
de todos los trabajadores con 
convenio colectivo. 
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UGT atribuye la 
presencialidad a 
la “cultura 
controladora”
J.E. MADRID.  

Pese a que España alcanza cifras 
récord en el teletrabajo, sigue por 
detrás de la media europea. Sin 
embargo, aunque la hostelería, 
el comercio y otros servicios pre-
senciales suele señalarse como 
la causa, UGT añade que Portu-
gal y Malta, también muy depen-
dientes del turismo, superan a 
España en cinco y once puntos, 
respectivamente. 

El sindicato achaca este freno 
en el teletrabajo a “la cultura pre-
sencialista y controladora de una 
parte de los mandos intermedios 
y de la alta dirección”. Aunque la 
encuesta del INE no pregunta por 
las causas de que quien quiere te-
letrabajar no pueda hacerlo, co-
mo las preferencias personales o 
que existen empleos que solo ad-
miten el trabajo a distancia en par-
te de la jornada. En este sentido, 
es relevante el caso de los autó-
nomos, que no tienen este tipo de 
restricciones porque no tienen je-
fes. Pero aprovechan el 53,6% de 
su potencial, una cifra próxima a 
la de los asalariados indefinidos. 

Aun así, UGT defiende el papel 
de la negociación colectiva para 
que todos los trabajadores que lo 
deseen y puedan accedan a esta 
modalidad. Según los datos del 
Ministerio de Trabajo que reco-
ge el informe, los convenios con 
cláusulas sobre teletrabajo han 
pasado de 54 en 2017 a 265 en 
2025, el 20,5% del total, con 1,23 
millones de trabajadores afecta-
dos. UGT reclama que el próxi-
mo Acuerdo para el Empleo y la 
Negociación Colectiva (AENC) lo 
incluya como materia obligada. 

La expansión no ha sido lineal. 
Hasta la pandemia, la cifra ape-
nas se movió entre 54 y 81 con-
venios al año. En 2021 saltó a 206 
y en 2023 alcanzó su máximo, con 
319 convenios y 1,49 millones de 
trabajadores, en plena presión 
empresarial para recuperar la pre-
sencialidad. Pero después, bajó.

y la media se sitúa en 2,4 días a la se-
mana. 

Quién se queda fuera 
El informe desglosa por ocupacio-
nes, contrato y jornada quién tele-
trabaja y quién podría hacerlo, y la 
comparación entre ambas cifras de-
ja diferencias significativas dentro 

de cada clasificación. 
Por ocupaciones, los profesiona-

les científicos e intelectuales y los di-
rectivos son los que más se acercan 
a su techo, con un aprovechamien-
to del 55% y el 54,3%, respectiva-
mente. Les siguen los técnicos y pro-
fesionales de nivel medio, con un 
45,5%. En el extremo opuesto está 
el personal administrativo: un 10,7% 
podría hacer su trabajo íntegramen-
te a distancia y otro 22,7%, de forma 
parcial, pero solo el 17,6% teletraba-
ja. Aprovecha así el 34,5% de su po-
tencial, el menor de los cuatro. 

En otras palabras: los jefes usan el 
teletrabajo mucho más que sus su-
bordinados, con una diferencia que 
roza los veinte puntos porcentuales. 

Javier Esteban MADRID.  

Seis años después de la pandemia, 
la presión de las compañías para re-
cuperar la presencialidad, que en va-
rios casos en España ha terminado 
en huelga, no ha frenado el teletra-
bajo, que según las estadísticas del 
INE se mantiene en máximos. Pero 
ese récord esconde una brecha mu-
cho mayor. Según un estudio de UGT, 
en España serían más los empleados 
cuyo puesto admitiría la modalidad 
y siguen acudiendo a la oficina que 
los que ya la ejercen desde casa. Y ese 
margen sin usar se concentra entre 
quienes menos capacidad tienen pa-
ra negociar sus condiciones. 

Los datos proceden de la Encues-
ta TIC-Hogares de 2025 del INE, que 
recoge el informe. El 14,8% de los 
ocupados ha teletrabajado, unos 3,16 
millones de personas. Otro 16,1%, 
3,44 millones, asegura que su em-
pleo se lo permitiría y no lo ha he-
cho. Es decir, el potencial del teletra-
bajo alcanza al 30,9% del total, pero 
de este volumen se aprovecha me-
nos de la mitad, el 47,9%. Dentro de 
la bolsa de profesionales que podrían 
teletrabajar, más de 875.000 perso-
nas podrían desempeñar sus tareas 
íntegramente en remoto y no lo ha-
cen ni un día. 

El informe, elaborado por el Ser-
vicio de Estudios del sindicato y fir-
mado por José Varela, su responsa-
ble de IA y Digitalización, señala que 
este margen desaprovechado con-
trasta con la valoración que hacen de 
esta modalidad quienes ya trabajan 
a distancia: le ponen una nota me-
dia de 8,9 sobre 10, más de la mitad 
le da la máxima puntuación y solo 
un 2% lo suspende. 

Las empresas, en cambio, se han 
asentado en un modelo híbrido o de 
teletrabajo ocasional. Según los da-
tos del INE recopilados por el Servi-
cio de Estudios, aunque el 37,4% per-
mite teletrabajar, solo el 20% de sus 
empleados lo hace de forma regular 

Solo una quinta parte de los empleados 
españoles teletrabaja de forma habitual
La brecha se ensancha entre los puestos con menor responsabilidad y peores contratos

El 20% de los 
asalariados trabaja 
en remoto de forma 
regular, según los 
datos del INE

Algo que muestra que los puestos de 
mayor responsabilidad tienen más 
margen para pactar unas condicio-
nes más flexibles de trabajo. Una ne-
gociación que habitualmente se da 
a nivel individual. 

Por sectores, son los especialistas 
en tecnologías de la información los 
que lideran el ranking. El 60,1% te-
letrabaja y otro 22,8% podría hacer-
lo, de modo que aprovechan el 72,5% 
de su margen. 

Pero también el tipo de contrato 
también marca distancias. Los asa-
lariados indefinidos aprovechan el 
47,8% de su potencial en remoto y 
los temporales, el 31,2%. Solo el 5,4% 
de estos últimos teletrabaja, cuando 
otro 11,9% podría hacerlo. Por jor-
nada, quienes trabajan a tiempo com-
pleto aprovechan la mitad de su mar-
gen y los empleados a tiempo par-
cial, el 28,8%. 

De nuevo, se repite una brecha que 
vimos con los directivos, aunque en 
este caso no responde a la jerarquía, 
sino a la antigüedad y rol en la em-
presa. Aquellos más integrados en el 
núcleo de la organización, y que sue-
len tener contratos indefinidos, ob-
tienen condiciones más ventajosas. 

Ese margen de teletrabajo sin ma-
terializar ayuda a entender por qué 
el récord convive con un retroceso 
frente a los socios comunitarios. En 
2019, el teletrabajo alcanzaba al 8,3% 
de los ocupados en España y al 14,4% 
en la media de la UE, y el país ocu-
paba el puesto 21 de 33. En 2025, 
la diferencia se ha ampliado hasta 
los 7,3 puntos y España ha bajado 
al puesto 22. 

El peso de la hostelería, el comer-
cio y otros servicios presenciales sue-
le señalarse como la causa. El techo 
que marca la encuesta del INE rela-
tiviza ese argumento. Aunque el 
69,1% de los ocupados declara que 
su empleo no le permite teletraba-
jar, el potencial restante bastaría pa-
ra situar a España por encima de la 
media europea. 

El ritmo de firma de convenios
para regular el trabajo se congela
Número de acuerdos suscritos

Fuente: Ministerio de Trabajo y Servicios de Estudios de UGT.

2020 20252024202320222021201920182017

0

300

200

100

50

350

250

150

5454
6666

8181 7575

206206

267267

319319

266266 265265

N.C. MADRID.  

Ante el fuerte incremento de los pre-
cios, derivado del conflicto en Orien-
te Medio, el sector del metal está 
prácticamente igualando a la infla-
ción en los acuerdos suscritos en los 
primeros diez meses de este año. De 
acuerdo con los datos compartidos 

El metal acuerda subidas salariales del 4,34% en los convenios de 2026
Los acuerdos de este año 
dan cobertura a más de 
220.000 trabajadores

por Confemetal, los 15 convenios 
colectivos que se han firmado en 
2026 en el sector del metal recogen 
subidas salariales medias del 4,34%, 
por encima del dato medio del IPC  
(3,8%) y cercano a la cifra más alta 
de este indicador, registrada en el 
mes de septiembre (4,9%). 

La patronal integrada en CEOE 
explica que la negociación colectiva 
del sector mantiene una tendencia 
de protección de las rentas de los 
trabajadores mediante incrementos 
salariales y mecanismos de revisión 

vinculados a la evolución de los pre-
cios., de manera que los acuerdos 
suscritos a lo largo del año conce-
den esta garantía a 220.000 traba-
jadores. 

También existen otros 40 conve-
nios colectivos del metal con efec-
tos económicos , es decir, firmados 
en años anteriores y que se siguen 
aplicando, de los que 25 incorpo-
ran cláusulas de garantía salarial li-
gadas a la inflación, que afectan a 
unos 870.000 trabajadores de la in-
dustria y los servicios del metal, per-

mitiendo revisar automáticamente 
las tablas salariales cuando el au-
mento de los precios supere las su-
bidas pactadas. 

La organización empresarial des-
taca que estos mecanismos suelen 
traducirse en incrementos adicio-
nales de hasta un punto porcentual 
o en la compensación del diferen-
cial respecto al encarecimiento de 
la cesta de la compra, reforzando 
así la capacidad adquisitiva de los 
empleados. En 2025 el incremento 
salarial medio ponderado alcanzó 

el 3,4% en la industria y los servi-
cios del metal y el 3% en el comer-
cio del metal, teniendo en cuenta 
tanto las subidas salariales como las 
reducciones de jornada pactadas. 

Se trata de unas cifras relevantes, 
en tanto que el metal constituye uno 
de los sectores con más peso en la 
econoía española, al reunir a unas 
220000 empresas y dar empleo a 
más de dos millones de trabajado-
res. Según trasladan fuentes empre-
sariales, tratará de renovar el acuer-
do nacional al inicio de 2027.
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¿Es posible que los planes de pensiones sean 
MODELO BRITÁNICO/ Gestoras, aseguradoras, patronal, sindicatos y gobiernos buscan un pacto para perfilar un sistema efectivo 

E. del Pozo. Madrid 
El debate sobre las pensiones 
privadas vuelve a estar enci-
ma de la mesa tras la convoca-
toria de elecciones generales 
para el próximo 29 de no-
viembre. 

La controversia tiene varias 
aristas e intereses contra-
puestos que llevan años sin lo-
grar un punto de encuentro 
efectivo, independiente del 
color del Gobierno en cada 
momento. 

La posibilidad de acuerdo 
entre las partes solo se puede 
atisbar a través de un consen-
so político y social, algo que 
está a años luz de darse en Es-
paña y que tampoco es muy 
previsible tras las elecciones, 
gane quien gane. 

Las gestoras de pensiones y 
las aseguradoras son la parte 
más activa en un escenario en 
el que sindicatos y empresas 
tienen un papel determinante 
igual que el Estado y el Ejecu-
tivo de turno.  

La adhesión obligatoria 
(autoenrollment) de todos los 
trabajadores a un plan de pen-
siones de empleo, el modelo 
implantando en Reino Unido 
e Irlanda, se ha hecho hueco 
en las reivindicaciones más 
recientes de gestoras y asegu-
radoras. 

Pero no es la única alterna-
tiva propuesta por la parte 
privada para configurar un pi-
lar complementario al siste-
ma público de pensiones. 

Foco 
Las entidades llevan décadas 
poniendo el foco en los esque-
mas implantados en otros paí-
ses. La mochila austriaca, el 
modelo sueco, con su sobre 
naranja; o la alternativa chile-
na son algunos referentes se-
ñalados, sin olvidarse de las 
EPSV (entidades de previsión 
voluntaria) del País Vasco, 
que cuentan con mejor fiscali-
dad y mayores aportaciones. 
Su penetración entre los tra-
bajadores es mayor que la de 
los planes de pensiones en el 
resto del Estado entre otras 
cosas por su mayor tradición  
en el mundo de las cooperati-
vas y su cultura de negocia-
ción colectiva. 

Las gestoras a través de In-
verco y las compañías de segu-
ros a través de Unespa son ina-
sequibles al desaliento en su 
empeño por ampliar la activi-
dad de su negocio, ante lo que 
consideran la imposibilidad 
de mantener en el futuro las 
actuales pensiones públicas. 

PREVISIÓN COMPLEMENTARIA A LA PENSIÓN PÚBLICA POR PAÍSES

Fuente: Informe ‘Alternativas en el Pilar II desde una perspectiva internacional’ del Grupo Mutua

Irlanda

Adhesión obligatoria para los empleados
Convenio colectivo/sectorial
Contribución obligatoria del empresario

Reino Unido1

- Agrupa al 90% de la
población trabajadora. El
10% se ha dado de baja.
- Es posible salir en cualquier
momento y volver a entrar
cada tres año.

Suecia6

- Planes de empleo pactados
en convenio colectivo,
gestionados por patronal y
sindicatos.

Alemania5

Modelo de empleo pactado
en convenio. Reforma para
extenderlo a empresas sin
convenio.

Países Bajos4

- Fondos sectoriales de
adhesión obligatoria
pactados entre empresas y
sindicatos.

España3

- País Vasco: fiscalidad
favorable, tradición
cooperativista y cultura de
negociación colectiva
sectorial.

Irlanda2

- Seis meses de
permanencia obligatoria y
posibilidad de volver al
sistema cada dos años.

Australia7

- Obligación de la empresa e
incentivos a la aportación
del trabajador.

R.Unido
1

España
3

P. Bajos
4

Alemania
5

Suecia
6

2

Australia
7

Desde la Administración, 
de diferentes signo político, se 
han reducido año tras año las 
vías de desarrollo de esta acti-
vidad, con cancelación de 
aportaciones a los empleados 
públicos y límites al ahorro y a 
sus  beneficios fiscales a los 
particulares. 

En paralelo, se han amplia-
do los incentivos a las pensio-

nes de empleo por considerar 
que son las que pueden llegar 
a más población, pero la res-
puesta de este colectivo es 
muy moderada. 

Son los sindicatos, con 
CCOO como el más activo, y 
CEOE, quienes tienen la lla-
ve para que el eterno debate 
de la previsión social com-
plementaria salga del día de 
la marmota en el que lleva 
instalado desde hace déca-
das. “Así llevamos año, tras 
año, tras año” dijo Olimpia 
del Águila, responsable de 
seguridad social e igualdad 
del departamento de em-
pleo, protección social e 

igualdad de CEOE, en el II 
Observatorio de Pensiones 
Grupo Mutua, celebrado el 
jueves pasado.  

La posición de la Unión Eu-
ropea a favor de estos meca-
nismos de previsión social 
complementaria puede ayu-
dar a salir de este bucle, afir-
mó Ángel Martínez Aldama, 
presidente de Inverco, en este 
encuentro. 

Carlos Bravo, secretario de 
políticas públicas y seguri-
dad social de CCOO, dejó la 
puerta abierta al modelo bri-
tánico de adhesión automáti-
ca, que calificó de “interesan-
te” y del que dijo que “podría 

dar juego” en su interven-
ción en este  encuentro. 

Este modelo fija una apor-
tación total del 8% del sala-
rio a los planes de pensiones 
de empleo que se distribuye 
entre un 4% por parte del 
empleado, un 3% de la em-
presa y un 1% del Estado. 

El representante de 
CCOO apostilló que para ca-

La Constitución española 
establece en su artículo 41 
el carácter libre de las 
prestaciones 
complementarias a la 
pensión pública. Esto 
choca con la adscripción 
automática para todos los 
trabajadores, incluida en el 
autoenrollment. “Es por 
tanto clave que el sistema 
ofrezca una salida 
voluntaria  que “sea 
efectiva”, apunta Grupo 
Mutua en su informe 
“Alternativas en el pilar II 
desde una perspectiva 
internacional”. 
El modelo británico 
permite la retirada 
voluntaria de los 
trabajadores del sistema, 
algo que hace alrededor 
del 10% de este colectivo. 
La adscripción automática 
es el punto de partida para 
impulsar la previsión 
complementaria, pero 
debería adaptarse a la 
situación española. 
La propuesta incluida en el 
informe de Mutua apunta 
a una aportación 
(porcentaje sobre el 
salario) inicial reducida 
para “favorecer la 
aceptación del sistema, 
especialmente para los 
salarios bajos”, que 
deberían contar con un 
“refuerzo de los incentivos, 
evitando que las 
limitaciones de renta 
disminuyan su 
participación en el 
sistema”. 
La propuesta señala que 
los incentivos fiscales se 
adapten al nivel de renta y 
al tamaño de cada 
empresa. 
En definitiva, el 
autoenrollment es un 
punto de partida, pero no 
una solución suficiente por 
sí sola.

Encaje 
constitucional

librar la situación hay que 
tener en cuenta que Reino 
Unido, Irlanda y Australia, 
que también cuenta con 
pensiones privadas obliga-
torias para los trabajadores, 
tienen una tasa de sustitu-
ción (porcentaje que supone 
la prestación de jubilación 
sobre el último salario) de 
entre el 29% y el 34% muy 

CCOO considera 
“interesante” el 
sistema británico              
de adscripción 
automática      

CEOE no quiere 
aumentar los costes 
de las empresas            
con la previsión 
complementaria

FÓRMULAS PARA FOMENTAR EL AHORRO JUBILACIÓN
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inferior a la española, que 
supera el 70%. 

La implantación de la ad-
hesión obligatoria debe con-
tar con el visto bueno de los 
empresarios y para CEOE, el 
autoenrollment ya está incor-
porado en España a través de 
la negociación colectiva. “Es 
una forma de superar la difi-
cultad de adscribir obligato-
riamente a los empleados a un 
plan de pensiones”, ya que la 
Constitución española dice 
que las pensiones comple-
mentarias serán libres, “pero 
somos libres de pactar a tra-
vés de la negociación colecti-
va la adscripción de nuestras 
empresas y trabajadores de 
un sector” (ver información 
adjunta). 

No obstante,  la represen-
tante de los empresarios, se 
mostró reticente a aumentar 
el coste que el autoenrollment 
supone para las empresas, 
porque “no se puede hacer 
más caro el mantenimiento 
de los puestos de trabajo”. 

Espejos 
Como si de un juego de espe-
jos se tratara, los sindicatos 
tampoco están por la labor de 
que la aportación de los traba-
jadores se detraiga de su nó-
mina, en su opinión debe ser 
adicional: un nuevo salario di-
ferido. 

Cada parte defiende sus in-
tereses y en esta línea Ángel 
Martínez Aldama, presidente 
de Inverco propuso en que se 
ordene la obligatoriedad de las 
pensiones privadas en aras de 
preservar de la salud financie-
ra de la población igual que en 
su día se prohibió el consumo 
de tabaco en determinados es-
pacios para proteger la salud 
de los ciudadanos o, en la mis-
ma línea, se implantó la retira-

EVOLUCIÓN DE LOS PLANES DE PENSIONES

Fuente: Inverco
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Mamen Ponce de León. Madrid 
La inteligencia artificial (IA) y 
el big data se han situado por 
primera vez por delante del 
cambio climático en la clasifi-
cación de las mayores amena-
zas para la sociedad identifi-
cadas por los expertos en se-
guros en el Future risks re-
port 2026, elaborado por 
AXA. La incorporación al 
ránking de las tensiones entre 
generaciones es otra de las 
grandes novedades del infor-
me. 

Desde hace 13 años la ase-
guradora francesa analiza los 
peligros emergentes que tie-
nen capacidad de transfor-
mar el panorama social en los 
próximos cinco a diez años. 
En la nueva edición, publica-
da hace pocos días, los autores 
del estudio se han basado en 
los resultados de una encues-

ta realizada por Ipsos a 4.345 
profesionales del seguro de 
62 países y a 24.000 ciudada-
nos de 19 países. 

El sondeo identifica por 
primera vez en la serie que la 
IA y los riesgos derivados de 

la utilización de grandes bol-
sas de datos se han convertido 
en la mayor amenaza, según 
el criterio de los expertos. 

En este punto se constata 
una importante discrepancia 
respecto a la percepción de la 
población en general, que si-
gue apuntando al cambio cli-
mático como el peor peligro, 
aunque la preocupación por 
la IA ha pasado a ocupar el se-
gundo puesto para este grupo, 
desde el séptimo en el que es-
taba el año pasado. 

Con respecto a las tensio-
nes intergeneracionales, un 
nuevo apartado en el informe 
de AXA, el 59% de los ciuda-
danos afirma haber percibido 
choques entre grupos de 
edad. Y hasta un 46% consi-
dera que las nuevas genera-
ciones disfrutarán de una cali-
dad de vida inferior.

La IA supera al cambio 
climático como primer 
riesgo global en seguros

La IA y sus riesgos se han con-
vertido en la mayor amenaza.
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Los planes de pensiones 
gestionaban 145.106 
millones, al cierre de junio 
pasado. De ellos, 102.680 
millones son patrimonio  
de los productos de 
particulares y asociados  
y los restantes 42.421 
millones están colocados  
en fondos de empleo,  
según datos de Inverco. 
Las cuentas de partícipes 
totales suman 10,6 millones: 
7,23 millones de particulares  
y asociados, y  3,33 millones  
de planes de pensiones  
de empleo. 
Los productos individuales 
recortaron su aportación  
y su beneficio fiscal  
de 8.000 euros anuales  
a 2.000 euros en 2021,  
y 1.500 en 2022. 
El tope para los trabajadores 
es de 5.750 euros anuales.

Los planes 
gestionan  
145.106 millones

da de los puntos del carnet de 
conducir  para tratar de redu-
cir los accidentes de tráfico. 

Reivindicaciones aparte, lo 
que parece claro es que la últi-
ma reforma de las pensiones 
privadas, impulsada en 2022 
por el actual gobernador del 
Banco de España y ex minis-
tro de Inclusión y Seguridad 
Social y Migraciones, no ha 
funcionado. 

Se lanzó sin acuerdo con las 
partes implicadas y aunque el 
objetivo de extender la previ-
sión social complementaria a 
todos los trabajadores fuera 
compartido, no lo era el cami-
no para lograrlo. 

“Después de 16 años de pa-

rálisis absoluta del sector, en 
2022 se abrió una ventana de 
oportunidad”, señala Bravo 
que apunta, no obstante, a de-
ficiencias en el planteamiento 
inicial. 

En su opinión, en el fracaso 
de esta iniciativa “hay una res-
ponsabilidad compartida del 
legislador, de los interlocuto-
res sociales y del sector”. 

El Gobierno lanzó el pro-
yecto “sin consenso interno” 
entre el ministerio de Escrivá 
y el de Hacienda y “por lo tan-
to con la falta de acompaña-
miento con medidas fiscales” 
sostiene. 

Incongruencia 
Además, añadió Bravo, la re-
forma nace con el objetivo 
de impulsar la previsión so-
cial entre los funcionarios y 
los autónomos. En el primer 
caso, se da la “incongruencia 
de que la Administración no 
ha habilitado las aportacio-
nes al sector público”, sus-
pendidas desde la crisis fi-
nanciera. 

En paralelo, dijo, los autó-
nomos no están aprovechan-
do los incentivos fiscales que 
da la reforma a sus aportacio-
nes a pensiones. “Yo creo que 
aquí hay un interés por parte 
de los comercializadores de 
estos productos que prefieren 
retener en el tercer pilar a este 
colectivo, con retornos más 
altos que en los planes de pen-
siones simplificados”. 

En el reparto de responsa-
bilidades, Comisiones Obre-
ras reconoce que sindicatos y 
patronal no están analizando 
la implantación de pensiones 
complementarias en la nego-
ciación colectiva, a excepción 
del sector de la construcción, 
“un hito con el que estamos 
encantados”.
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Fue el actual vicepresidente primero, 
Carlos Cuerpo, el que llevó en 2024 al 
economista Juan Francisco Jimeno 
(Jaén, 1962)  al Consejo de la Produc-
tividad de España, organismo asesor 
del Estado cuya creación 
fue reclamada por la Comi-
sión Europea. 
Pregunta. ¿Cuál es la situa-
ción de la productividad en 
España tras los últimos da-
tos del INE? 
Respuesta. Estamos en una 
nueva desaceleración de la 
productividad. Pensába-
mos que la productividad por hora es-
taba creciendo a tasas cercanas al 1% 
anual, pero, tras las últimas revisiones 
de la contabilidad nacional  del INE, es  
la mitad.  
P. Pero los datos oficiales que daba el 
INE y el Ministerio de Economía has-
ta ahora eran del doble con repunte... 
R. Ya, pero toda la historia del repunte 
y del cambio estructural parece, por 
ahora, más un espejismo que una rea-
lidad consolidada. 
P. Entonces, ¿crece la productividad 
menos aún que en la pasada década? 
R. Así es. La tasa anual media de creci-
miento de la productividad por hora 
para el período 2014-2019 fue del 0,5%, 
pero es que ahora, tras la revisión del 
INE, el crecimiento en el período 2022-
2026 es del 0,4%. 
P. ¿Tendrá que cambiar el ministro Car-
los Cuerpo lo que ha venido diciendo 
del crecimiento de la productividad? 
R. Supongo que el ministro se basaba 
en los datos anteriores y que todavía 
no ha actualizado su mensaje. El Mi-
nisterio podrá argumentar que la pro-
ductividad sigue creciendo con em-
pleo, lo cual es positivo. Pero no podrá 
cambiar la lectura de los datos: si el INE 
indica un crecimiento menor del pre-
visto, el mensaje tendrá que acomo-
darse a esa realidad. 
P. También deberá cambiar el Conse-
jo de Productividad de España lo que 
decía en su primer informe del pasa-
do marzo, ¿no? 
R. En el Consejo somos 17 personas y 
tendremos que revisar el primer infor-
me y adaptar el mensaje a los nuevos 
datos. Yo sigo la máxima atribuida a 
Keynes: cuando cambian los datos, 
cambio de opinión. Si el INE dice que 

la productividad está creciendo por de-
bajo de lo que pensábamos, habrá que 
adaptar la lectura. Además, la perspec-
tiva de que el informe se publique fue-
ra del actual contexto electoral, des-

pués de las elecciones, nos 
permitirá ser más directos 
o, si se quiere, políticamen-
te incorrectos. 
P. ¿Tiene el Consejo inde-
pendencia del Ministerio? 
R. Somos completamente 
autónomos a la hora de de-
cidir qué tratamos, cómo 
organizamos las reuniones 

y qué escribimos. A veces recibimos 
consultas o sugerencias, como ocurrió 
con el llamado Régimen 20, pero no 
instrucciones sobre el contenido de 
nuestros informes. Lo que sí somos es 
funcionalmente dependientes del Mi-
nisterio de Economía porque el Con-
sejo no tiene personalidad jurídica ni 
recursos propios. Se creó por decreto 
como un órgano asesor, sin reconoci-
miento institucional como organismo 
autónomo y sin presupuesto. 
P. En otros países europeos no hay esa 
falta de medios... 
R. Yo estoy muy contento con la com-
posición y con la capacidad del grupo, 
pero dar esa responsabilidad sin recur-
sos no es la mejor manera de diseñar 
una institución. Mi mandato termina 
en tres años y confío en que para en-
tonces podamos tener un Consejo me-
jor dotado y mejor diseñado. 
P. ¿Por qué es tan importante aumen-
tar la productividad? 
R. Porque es lo que permite que crez-
ca la renta per cápita. Casi todos los ele-
mentos de bienestar –esperanza de vi-
da, nivel educativo, satisfacción decla-
rada en encuestas– están positivamen-
te correlacionados con la renta per cá-
pita. Además, los recursos públicos pro-
vienen de lo que se produce. En nuestro 
primer informe pusimos un ejemplo: 
si la productividad por ocupado en Es-
paña fuera un 10% mayor, con la mis-
ma presión fiscal el sector público dis-
pondría de unos 60.000 millones de 
euros adicionales. Esa cantidad sería 
suficiente, aproximadamente, para cu-
brir el déficit contributivo de las pen-
siones y liberar recursos para infraes-
tructuras, defensa, educación u otras 
políticas necesarias. Sin mejorar la pro-

ductividad, no podemos aspirar a una 
mejor calidad de vida. Hay algunas se-
ñales positivas, pero insuficientes. 
P. ¿Qué señales? 
R. La productividad total de los facto-
res –que mide la producción en rela-
ción con todos los recursos utilizados: 
capital, trabajo y demás– ha tenido un 
repunte notable. Pero llega después 
de un periodo, entre 1995 y 2014, en el 
que hubo crecimientos negativos por 
un modelo muy distorsionado, muy 
sesgado hacia la construcción, en el 
que el crédito y los recursos se asigna-
ban con criterios poco eficientes. Me-
jorar eso no era difícil. Lamentable-
mente, los avances siguen siendo mo-
destos.  
P. ¿Qué implica que la productividad 
crezca a un ritmo del 0,4%? 
R. Implica que la productividad por ho-
ra puede permanecer estancada du-
rante mucho tiempo. A esa velocidad, 
necesitaríamos unos 140 años para du-
plicar la productividad. Además, en un 
contexto demográfico en el que la po-
blación en edad de trabajar disminui-
rá en relación con la población total, la 
renta per cápita tampoco crecería. De 
hecho, entre 2030 y 2050, e incluso más 

allá, podría disminuir si no cambia la 
tendencia. 
P. ¿Para cuándo el viejo sueño de con-
verger con la renta media europea? 
R. Necesitaríamos crecimientos de pro-
ductividad bastante superiores a los 
actuales. Es cierto que la baja produc-
tividad es un problema europeo, no 
solo español, y que ahora estamos cre-
ciendo ligeramente más que Francia, 
Alemania o Italia, pero seguimos es-
tando alrededor de un 10% por deba-
jo de la renta media de la Unión Euro-
pea. Al ritmo actual, España tendrá que 
esperar 40 o 50 años para alcanzar la 
renta per cápita europea. Si queremos 
converger antes, hay que acelerar la 
productividad. Un crecimiento anual 
del 2% de la productividad fue habi-
tual históricamente desde la Revolu-
ción Industrial hasta finales del siglo 
XX, pero no ahora. 
P. ¿Cómo es posible esta pérdida de 
fuelle en la productividad tras recibir 
100.000 millones de fondos europeos? 
R. Es que todavía no tenemos una idea 
muy clara de cómo se han implemen-
tado esos fondos. Las cifras macro su-
gieren que la inversión privada sigue 
siendo plana y lo que ha aumentado 
fundamentalmente es la inversión pú-
blica. No se ha hecho una evaluación 
rigurosa de cómo se han gastado los 
fondos, ni de si han cambiado la com-
posición del capital empresarial hacia 
activos más productivos o intangibles. 
No existe, ni desde el Ministerio de Eco-
nomía ni desde la Oficina Económica 
del Presidente del Gobierno, un mapa 
que caracterice cuánto se ha invertido, 
dónde y en qué activos. No es lo mis-
mo construir un carril bici o instalar 
paneles solares en un edificio público 
que realizar inversiones productivas. 
P.  ¿Qué otros factores pueden estar fre-
nando la productividad?  
R. El problema principal es la baja in-
versión. Las empresas han invertido 
poco, aunque sí han aumentado la in-
versión en activos intangibles en cohe-
rencia con el desarrollo tecnológico y 
la inteligencia artificial. La productivi-
dad es un concepto sencillo de formu-
lar, pero muy complejo de operar. Pri-
mero, es difícil de medir; por ejemplo, 
medir las horas efectivamente traba-
jadas ya plantea problemas. Además, 
depende de complementariedades: 

de nada sirve que las empresas invier-
tan en capital si los trabajadores no tie-
nen las cualificaciones necesarias pa-
ra utilizarlo, o si la dirección no sabe 
organizar capital y trabajo. Y, al contra-
rio, de nada sirve tener trabajadores 
muy formados si no hay inversión su-
ficiente en los sectores donde pueden 
aplicar sus conocimientos. Por eso mu-
chos profesionales cualificados aca-
ban emigrando. No hay una única pa-
lanca: hacen falta muchas. 
P. ¿Y qué efecto tiene el absentismo? 
R. El absentismo genera una brecha 
entre la productividad por hora y la pro-
ductividad por ocupado. Si alguien tra-
baja menos horas, aunque su produc-
tividad horaria se mantenga, su pro-
ductividad por ocupado y su salario 
no crecerán al mismo ritmo. En Espa-
ña se ha detectado una reducción im-
portante de las horas trabajadas, atri-
buible tanto al absentismo como al au-
sentismo, que son cosas distintas. El 

El presidente del Consejo de la Productividad de España advierte de que los datos 
manejados hasta ahora por el Gobierno y él mismo son «un espejismo». «Tras la 
revisión del INE la productividad sólo crece un 0,4%, menos que la pasada década» 

JUAN F. JIMENO
«A este ritmo España 
tardará 40 años en llegar 
a la renta media europea»

CARLOS 
SEGOVIA

RETO  
«Si no hacemos 
nada la renta per 
cápita puede 
bajar hasta 2050» 

SMI 
«Una subida 
excesiva deja a los 
jóvenes fuera del 
mercado laboral» 

FONDOS UE 
«La inversión 
privada sigue 
plana. Lo que sube 
es la pública»
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CRISTINA ALONSO MADRID 
El Estado está gastando 50.000 eu-
ros al mes desde hace más de un 
año en pagar nóminas a medio cen-
tenar de funcionarios que, en rea-
lidad, no trabajan. Se trata de una 
promoción entera de inspectores 
de Trabajo que lleva casi dos años  
esperando destino tras aprobar la 
oposición y completar su forma-
ción. Una situación que amenaza 
con agravarse tras el adelanto elec-
toral: «Hay una ausencia total de in-
formación», denuncia a EL MUN-
DO uno de los afectados que pre-
fiere permanecer en el anonimato. 

La última promoción de acceso 
al Cuerpo Superior de Inspectores 
de Trabajo y Seguridad Social, que 
cuelga del departamento que diri-
ge Yolanda Díaz, superó el proceso 
selectivo el 6 de marzo de 2025 y 
completó su formación en la Escue-
la de Inspección en diciembre de 
ese año. Sin embargo, 19 meses des-
pués no se les ha asignado un des-
tino y, por tanto, no pueden ejercer 
las funciones para las que fueron 
seleccionados y formados. 

El bloqueo tiene un importante 
impacto en las arcas públicas, ya 
que desde septiembre del año pa-
sado estos 45 inspectores están co-
brando la retribución correspon-
diente a los funcionarios en prác-
ticas, el sueldo base que ronda los 
1.100 euros al mes. El coste total pa-
ra la Administración supera los 
50.000 euros mensuales, lo que con-
lleva un gasto público acumulado 
de más de 600.000 euros. 

«Nos encontramos en una situa-
ción difícil de explicar a cualquier 
ciudadano: hemos superado una 
oposición extremadamente exigen-
te, hemos completado nuestra for-
mación y seguimos percibiendo re-
tribuciones públicas sin poder de-
sempeñar ni un solo día las funcio-
nes para las que hemos sido selec-
cionados», lamenta otro afectado. 

En este momento reina la incer-
tidumbre. Los funcionarios perma-
necen atrapados en un proceso ad-
ministrativo que depende de la re-
solución previa de un concurso de 
traslados de inspectores en activo. 
El último contacto que mantuvie-
ron representantes de la promoción 
con la Inspección de Trabajo para 
solicitar una previsión de incorpo-
ración se produjo en junio y la res-
puesta que obtuvieron fue escue-
ta: «El procedimiento continúa su 
tramitación con normalidad». 

Fuentes del Ministerio de Traba-
jo consultadas por este medio ase-
guran que «pronto se podrán cu-
brir las plazas de nuevo ingreso, 
que dependen del cierre anterior 
del concurso de traslados». Y justi-
fican que «es el procedimiento ha-

bitual, altamente garantista con las 
carreras y traslados de las y los fun-
cionarios, y que lleva unos plazos 
concretos que no determina el Or-
ganismo Estatal Inspección de Tra-
bajo y Seguridad Social». Es más, 
desde el equipo de Díaz afirman 
que «esto es un tema que compete 
a Función Pública», colocando así 
la pelota sobre el tejado del depar-
tamento que dirige Óscar López. 

El limbo administrativo se agra-
va por la «falta de transparencia» 
que denuncian los afectados, más 
preocupados ahora si cabe tras la 
convocatoria de elecciones gene-
rales para el 29 de noviembre. «La 
firma de algunos documentos co-
rresponde a la subsecretaría de Fun-
ción Pública, que es un cargo polí-
tico, pero no sabemos si puede afec-
tarnos el adelanto electoral porque 
hay una ausencia total de informa-
ción oficial y de calendario», se que-
jan desde la promoción. 

Esta laguna comunicativa ha lle-
vado a los inspectores a barajar in-
formalmente escenarios que retra-
sarían la incorporación efectiva has-
ta marzo de 2027, como pronto. De 
materializarse esa previsión, el de-
sembolso acumulado para el Es-
tado superaría el millón de euros 
en retribuciones públicas destina-
das a personal ya seleccionado y 
formado que continúa sin prestar 
servicio efectivo debido a retrasos 
y disfunciones administrativas en 
el proceso de incorporación. 

«No pedimos privilegios ni tra-
tamientos excepcionales. Pedimos 
simplemente poder trabajar en 
aquello para lo que hemos sido se-
leccionados, formados y por lo que 
la propia Administración ya está 
destinando recursos públicos», de-
mandan los afectados, que apelan 
al trabajo «de forma coordinada» 
de los departamentos de Díaz y Ló-
pez para poner fin a esta situación 
lo antes posible.

absentismo se refiere a bajas o impe-
dimentos para trabajar; el ausentismo, 
a no ir a trabajar pudiendo hacerlo. 
P. ¿Cuánto puede subir el Gobierno el 
salario mínimo interprofesional sin 
efectos contraproducentes? 
R. Es razonable que suba en línea con 
el coste de la vida. Si la inflación es del 
3%, lo razonable es que crezca al me-
nos un 3%. Pero en España hay una 
gran heterogeneidad empresarial y 
territorial. Un salario mínimo de 1.200 
euros al mes puede ser claramente in-
suficiente en Madrid, pero estar muy 
cerca del salario mediano en una pro-
vincia como Jaén. Un incremento que 
no tenga en cuenta esa diversidad te-
rritorial puede tener efectos negati-
vos.  
P. Entonces, con una inflación previs-
ta del 3,5% y un crecimiento de la pro-
ductividad del 0,4%, ¿cuál sería el lími-
te razonable? 
R. Aproximadamente un 4%, pero hay 

que tener mucho cuidado con la hete-
rogeneidad. En algunos sectores pue-
de ser poco y en otros demasiado. Pa-
ra los jóvenes, en determinadas ocu-
paciones y niveles educativos, un sa-
lario mínimo excesivo puede mante-
nerlos fuera del mercado laboral. 
P. De las cifras del FMI se desprende 
que en España los costes laborales es-
tán creciendo más que la productivi-
dad. ¿A dónde nos lleva eso? 
R. A un problema de competitividad. 
Los costes laborales no están crecien-
do de forma excesiva, aunque quizá sí 
los no salariales –cotizaciones socia-
les e impuestos asociados al trabajo–, 
pero no creo que la brecha sea impor-
tante por ahora. Es verdad que antes 
si se subía el SMI se permitía compen-
sar el aumento reduciendo comple-
mentos salariales, pero eso al Ministe-
rio de Trabajo no le gusta y lo que au-
mente ahora sí puede aumentar los 
costes laborales.

ÁNGEL NAVARRETE

La vicepresidenta y ministra de Trabajo, Yolanda Díaz. EUROPA PRESS

6 
DE MARZO DE 2025.  Es la 
fecha en la que superó el pro-
ceso selectivo la promoción de 
acceso al Cuerpo Superior de 
Inspectores de Trabajo y Segu-
ridad Social, hace 19 meses. 

1.100 
EUROS MENSUALES.  Es lo 
que cobra de media cada ins-
pector, el equivalente a la re-
tribución correspondiente a 
los funcionarios en prácticas. 

600.000 
EUROS. Es lo que lleva gas-
tado el Estado en estos funcio-
narios desde hace más de un 
año, aunque no trabajen.

LA FACTURA

50.000 euros al mes para 
45 funcionarios sin plaza 
Una promoción de inspectores de Trabajo lleva casi dos años 
esperando destino tras aprobar una oposición y la formación 
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BUSCA FINANCIACIÓN PÚBLICA/ Las dos compañías se han reunido con el Ministerio de Industria para 
plantear la posibilidad de lanzar un programa de modernización militar específico para el proyecto. 

Javier Roibás/Carlos Drake.  
Madrid 
Seat, propiedad del grupo ale-
mán Volkswagen, está abierta 
a diversificar su negocio y una 
de las opciones que tantea es 
entrar en la industria de la De-
fensa, una posibilidad que ya 
ha abordado con varias em-
presas en los últimos meses.  

Según ha reconocido su 
presidente, Markus Haupt, la 
empresa ha sido contactada 
tanto por el Gobierno como 
por el Ejecutivo catalán para 
poner sus fábricas al servicio 
de las necesidades militares, 
un sector que está afrontando 
unos severos cuellos de bote-
lla en las entregas de pedidos, 
ya que hay una gran demanda 
y no tanta capacidad indus-
trial disponible de manera in-
mediata. 

Una de las propuestas en 
firme que tiene Seat sobre la 
mesa en estos momentos es la 
del grupo tecnológico catalán 
Aggity, que, como adelantó 
EXPANSIÓN la semana pa-
sada, está conformando un 
consorcio de drones civiles y 
militares y busca un socio con 
capacidad para poder fabri-
carlos en serie.  

Fuentes al tanto de la situa-
ción aseguran que Seat ha ca-
talogado el proyecto, que con-
templaría la producción de 
drones en la planta de la em-
presa en Martorell (Barcelo-
na), de “estratégico”,  aunque 
sigue evaluando las sinergias 
que pueden existir entre la in-
dustria automovilística, acos-
tumbrada a volúmenes muy 
altos de producción, y la de 
Defensa, con cifras más redu-
cidas y con unas fuertes ba-
rreras de entrada en forma de 
homologaciones, permisos y 
controles de seguridad. 

Mientras, las conversacio-
nes avanzan. Las dos compa-
ñías mantuvieron la semana 
pasada un encuentro con el 
Ministerio de Industria para 
plantear la posibilidad de ac-
ceder a financiación pública a 
través de un Programa Espe-
cial de Modernización (PEM) 
de Defensa específico para 
impulsar este proyecto, que 

Seat negocia con Aggity fabricar 
drones en su planta de Martorell

tendría carácter dual (civil y 
militar). 

Para articular esta iniciativa 
se vislumbran dos consorcios. 
El primero, liderado por 
Aggity, combina el software y 
la infraestructura necesaria 
para la operación de los dro-
nes y del mismo forman parte 
Cargo Drone Solutions (ope-
radora certificada), Bluenest 
(encargada de los vertipuer-
tos), XRF (compañía partici-
pada por la OTAN que aporta 
tecnología de mando y con-
trol) y Aggity con su software.  

Seat entraría en un segundo 
consorcio, en el que aportaría 
su capacidad industrial con 
una nueva línea dedicada a la 
fabricación de los drones en 
su planta de Martorell . 

De hecho, ya habría un pri-
mer pedido de 500 unidades 
de estos drones por parte del 
Ministerio para la Transición 
Ecológica de cara a la tempo-
rada de incendios del año que 
viene, si bien se trata de una 
solicitud verbal que todavía 
no ha sido trasladada a un 
contrato público, señalan las 

fuentes consultadas por EX-
PANSIÓN. 

El obstáculo del 29-N 
En el marco de las conversa-
ciones de Seat y Aggity con el 
Ministerio de Industria para 
captar la financiación pública 
necesaria para impulsar y po-

ner en marcha el proyecto, 
uno de los principales escollos 
tiene que ver con la cercanía 
de las elecciones generales del 
próximo 29 de noviembre, 
dado que un cambio de signo 
en Moncloa supondría la lle-
gada de nuevos interlocutores 
ministeriales. 

La cartera liderada por Jor-
di Hereu ha manifestado inte-
rés en el proyecto, pero ha in-
dicado a las empresas que el 
proyecto debe pasar el filtro 
del Ministerio de Defensa, 
que recibe multitud de pro-
puestas de este tipo debido al 
auge del sector.  

Las fuentes consultadas 
apuntan que Aggity ha man-
tenido diferentes encuentros 
con el departamento que en-
cabeza Margarita Robles y 
que una de las cuestiones que 
se le habría trasladado al gru-
po catalán es si la presencia de 
Seat es excluyente. Además, 
apuntan que Aggity lleva va-
rios meses en conversaciones 
con Seat y que es con la em-
presa con la que quiere sacar 
adelante la propuesta. El pro-
yecto abriría la puerta a Seat 
de un negocio en auge como 
es el de los drones y facilitaría 
que pudiese obtener las certi-
ficaciones aeronáuticas para 
el diseño, fabricación y man-
tenimiento de estos equipos. 

Además de Seat, el Gobier-
no también tanteó a Ford para 
saber hasta qué punto podría 
contar con su capacidad in-

dustrial para futuros progra-
mas militares. También para 
saber cuáles son las capacida-
des nacionales inmediatas an-
te necesidades productivas. 
Sin embargo, la opción de 
usar las instalaciones de Ford 
en Almussafes es ahora más 
complicada debido al acuerdo 
cerrado con la china Geely. 

Las fuentes señalan que, de 
momento, no hay ningún pro-
yecto confirmado, pese a las 
reuniones “preliminares”, 
que han sido de perfil técnico 
y que se suman a otras mu-
chas que está manteniendo 
Seat con empresas del sector. 

La alternativa india 
En caso de que el proyecto no 
consiga la financiación públi-
ca necesaria en España, 
Aggity tiene otra “oferta sóli-
da” para sacar adelante su ne-
gocio de drones. 

Se trata de una gran empre-
sa india, aunque no se ha des-
velado el nombre ni el sector 
al que se dedica la compañía. 

 En esta búsqueda de finan-
ciación pública, se espera que 
esta semana haya un encuen-
tro entre Aggity y la Generali-
tat catalana para abordar có-
mo impulsar este proyecto. 

Las fuentes recalcan que el 
proyecto sería inviable sin fi-
nanciación pública debido al 
volumen de inversión necesa-
ria para ponerlo en marcha.  
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Aggity está creando 
un consorcio de 
drones tras comprar 
las firmas Bluenest  
y Cargo Drone

El proyecto abriría  
la puerta a Seat para 
lograr determinadas 
certificaciones 
aeronáuticas 

Fábrica de Seat en Martorell 
(Barcelona).

La propuesta de drones 
duales del consorcio 
liderado por Aggity junto a 
Bluenest, Cargo Drone y 
XRF se trata de una 
plataforma autónoma con 
dos rotores y despegue 
vertical que podría 
trasladar cargas de hasta 
1.500 kilogramos. Se 
podrían utilizar para llevar 
víveres a zonas remotas o 
inaccesibles en 
situaciones de 
inundaciones o 
catástrofes naturales y 
también para combatir 
incendios. Más allá del 
ámbito civil, los drones 
desarrollados por el 
consorcio también 
podrían configurarse para 
un uso militar y utilizarse 
para atacar en enjambre. 
El consorcio cuenta con la 
infraestructura y la 
tecnología para llevar 
adelante el proyecto, pero 
necesita un socio con las 
capacidades industriales 
para poder fabricar las 
aeronaves en serie.

Drones para 
emergencias y 
de ataque

Supondría la 
creación de una 
nueva línea para 
drones en la fábrica 
de Martorell

Carlos Drake. Madrid 
Una de las empresas con las 
que Seat ha hablado para 
entrar en Defensa es Indra, 
que está centralizando 
buena parte de los fondos 
públicos destinados a pro-
gramas de Defensa y que se 
encuentra con necesidades 
inmediatas de capacidad 
de producción, según con-
firmó el presidente de Seat, 
Markus Haupt, en el pasa-
do Salón del Automóvil de 
París. 

“Tuvimos conversacio-
nes con Indra después de 

ser contactados por el Go-
bierno español y también 
por el catalán, a los que les 
encantaría vernos como so-
cio en proyectos de Defen-
sa”, explicó el directivo de 
la firma automovilística 
con sede en Martorell. 

Haupt reconoció que 
Seat mantuvo “algunas 
conversaciones” con Indra 
en este sentido, aunque se-
ñaló que, por el momento, 
no hay nada “concreto” de 
lo que se pueda hablar, 
puesto que Seat todavía es-
tá en proceso de evaluación 

de si esta posibilidad puede 
representar una oportuni-
dad de negocio para la em-
presa. “Por supuesto, cada 
vez que el Gobierno llama a 
tu puerta, como empresa 
española, estamos dispues-
tos a ayudar, pero necesita-
mos encontrar cuál puede 
ser nuestro negocio. Toda-
vía estamos trabajando en 
ello”, subrayó. 

Más allá de Seat, el Go-
bierno español ha tanteado 
las capacidades industria-
les para Defensa de otras 
empresas.

Seat se reunió con Indra tras 
una llamada del Gobierno

En caso de no 
prosperar los planes 
con Seat, Aggity 
tiene una oferta de 
una empresa india 

Ya habría un  
encargo verbal de 
500 drones de cara  
a la temporada de 
incendios de 2027
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ra situaciones excepcionales, como 
emergencias, urgencias extremas, 
problemas generalizados de sumi-
nistro o variaciones de precios, así 
como cargas de trabajo especialmen-
te elevadas o urgentes. En esos ca-
sos, Defensa podrá solicitar ofertas 
a los distintos operadores y repartir 
el importe de los encargos entre ellos. 

La distribución prevista reserva en-
tre el 50% y el 70% para la primera 
empresa, entre el 20% y el 30% pa-
ra la segunda y entre el 10% y el 20% 
para la tercera. El objetivo es dispo-
ner de más capacidad de respuesta 
cuando las circunstancias no permi-
ten seguir el procedimiento ordina-
rio. 

Con todo, desde el Ministerio de 
Defensa explican que esta solución 
ya no es “extrapolable” al manteni-
miento del Dragón porque, a dife-
rencia del Pizarro y BMR (que son 
sistemas maduros, cuyos componen-
tes y software, en la mayoría de los 
casos, no están sujetos a derechos de 
propiedad industrial o intelectual) el 
8x8 “es un sistema completamente 
nuevo, que necesita ser evoluciona-
do, perfeccionado y mejorado me-
diante el mantenimiento evolutivo, 
concurriendo en este caso restriccio-
nes del fabricante debidas a derechos 
de propiedad industrial, intelectual, 
de autoridad de diseño, secreto in-
dustrial vigentes o de cobertura de 
la garantía”. 

El 8x8 Dragón fue adjudicado de 
manera directa al consorcio Tess De-
fence, compuesto por Indra, Escri-
bano Mechanical & Engineering 
(EM&E), Santa Bárbara Sistemas 
(SBS) y Sapa. El Ministerio de De-
fensa, con Margarita Robles al fren-
te, ha denunciado en reiteradas oca-
siones que en el programa se han pro-

Defensa blinda los contratos de vehículos 
contra retrasos tras el caso 8x8 Dragón
Seleccionará hasta tres empresas para tener 
alternativas si el proveedor principal falla

La cláusula se ha incluido ya en los programas 
de mantenimiento de los Pizarro y los BMR

Vehículos 8x8 Dra-
gón. TESS DEFENCE

Inyección de 70 
millones para 
ponerlos a punto 
Precisamente la semana pa-
sada el Gobierno aprobó dos 
contratos destinados al man-
tenimiento y la entrada en ser-
vicio de los 8x8 Dragón, por 
un valor total de 68,40 millo-
nes de euros. El primero de 
ellos, de 53,9 millones, se des-
tinará a un acuerdo marco 
que permitirá el mantenimien-
to y la operatividad de estos 
vehículos. El segundo, de 14, 
4 millones, se enfoca en ase-
gurar la disponibilidad operati-
va de los vehículos, la opera-
ción segura, así como la efi-
ciencia económica en la 
gestión del programa desde la 
etapa de preparación y duran-
te la etapa de vida operativa.

Nacho Martín MADRID.  

El Ministerio de Defensa ha inclui-
do una nueva cláusula en los contra-
tos de vehículos blindados para evi-
tar bloqueos, retrasos e incumpli-
mientos, que han complicado en los 
últimos años proyectos importantes, 
siendo el 8x8 Dragón el caso más cla-
ro, aunque no el único. El mecanis-
mo ha sido incorporado ya en los plie-
gos de las licitaciones para el mante-
nimiento de los Pizarro y los BMR, 
que están pendientes de adjudicar-
se, pero las fuentes consultadas pre-
vén que se extienda a más progra-
mas en el futuro. 

La fórmula contempla la llamada 
adjudicación en cascada. De esta for-
ma, en los acuerdos marco de los Pi-
zarro y los BMR se seleccionarán un 
máximo de tres empresas, en lugar 
de un único adjudicatario, y se orde-
narán según la clasificación que ob-
tengan en el procedimiento de con-
tratación. En condiciones normales, 
Defensa acudirá primero a la com-
pañía que haya quedado en primera 
posición. Si esta mantiene las condi-
ciones exigidas y no concurre en in-
cumplimientos, será la que reciba el 
contrato basado correspondiente (es 
decir, el encargo concreto de mante-
nimiento que se adjudica dentro del 
acuerdo marco). La situación cam-
bia cuando la primera empresa no 
mantiene las condiciones requeridas 

ducido “incumplimientos claros” por 
parte de Tess y de las empresas que 
forman parte del consorcio. “Tengo 
que decirlo claramente: me preocu-
pa enormemente y hago un llama-
miento a la responsabilidad de las 
empresas para que cumplan pronto 
y en forma el contrato del 8x8 (...) 
porque el Ejército de Tierra merece 
lo mejor, y al mismo tiempo, porque 
entendemos que es la mejor mane-
ra de que se pueda seguir trabajan-
do con seguridad”, reiteró el pasado 
abril la ministra. 

Con todo, Defensa ha acordado 
que pospondrá la determinación de 
posibles multas hasta “el momento 
en que se conozcan los retrasos pro-
ducidos finalmente y se puedan va-
lorar de manera adecuada la impu-
tabilidad y responsabilidad del con-
tratista y, en consecuencia, la cuan-
tificación de la penalidad que, en su 
caso, podría llegar a corresponder”. 

Después de posponer varias veces 
el calendario de entregas, Tess las es-
tá acelerando ahora, y espera cerrar 
el año 2026 habiendo entregado más 
de 100 de estos vehículos. El crono-
grama actual contempla que los úl-
timos Dragones de la primera fase 
del contrato, que contempla la fabri-
cación de 348 vehículos, se deberían 
entregar en 2028. Aunque la inten-
ción inicial era desarrollar otras dos 
fases de fabricación para elevar la flo-
ta total hasta las 998 unidades. 

o se comprueba que está incumplien-
do sus obligaciones en esos contra-
tos basados que ya se le adjudicaron. 
En ese caso, el órgano de contrata-
ción podrá solicitar la oferta para el 
nuevo encargo a la segunda compa-
ñía clasificada. Y si esta tampoco cum-
ple las condiciones, podrá recurrir a 
la tercera. De esta forma, Defensa 
dispone de una alternativa para ad-
judicar los siguientes trabajos sin te-
ner que depender necesariamente de 
un único proveedor y sin necesidad 
de suspender el programa y tener que 
volver a licitarlo en caso de compli-
caciones. 

En la documentación de los Piza-
rro y los BMR se recoge que la fina-
lidad de esta nueva cláusula es la de 
disponer de más de un operador que 
posibilite asegurar la ejecución del 
contrato a la mayor brevedad posi-
ble, evitando así “periodos prolonga-
dos de desatención que venían pro-
duciéndose en la contratación tradi-
cional en contratos con un único em-
presario” en tanto se solventaban 
“causas variadas de su ámbito inter-
no (huelgas de empresa, problemas 
con suministradores, etc...) o exter-
nas (fuerza mayor, riesgo imprevisi-
ble, etc) o se resolvía dicho contrato 
por incumplimiento, que impedían 
o retrasaban la satisfacción del inte-
rés público”. 

El pliego mecanismo contempla, 
además, una vía extraordinaria pa-
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